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Tema a Tratar: 

DERECHO DE PETICIÓN/ Vencimiento del término para resolver de fondo
“(…) ha transcurrido a la fecha de radicación de la presente tutela un término de aproximadamente dos meses, sin que la autoridad competente haya puesto en conocimiento de la accionante un pronunciado de fondo o en su lugar brindado una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, indicando el plazo en que lo haría, pues si bien es cierto, esas circunstancias fueron puesta en conocimiento de esta Corporación por la Subdirección de Talento Humano de la accionada, también lo es que la señora Soto Betancur no ha sido informada de ello; lo que significa que no se ha atendido el verdadero sentido de derecho de petición, pues éste continua siendo vulnerado al no haberse comunicado la respuesta en debida forma a la peticionaria.”
Citas: Corte Constitucional sentencias T-667 de 2011 y T-146 de 2012
Pereira, marzo quince (15) de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 15 de marzo de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por la señora LUZ ENID SOTO BETANCUR, quien actúa a través de apoderado judicial, ante la presunta violación de su derecho fundamental de petición.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Luz Enid Soto Betancur, identificada con cédula de ciudadanía No. 34.052.330, expedida en Pereira, Risaralda.
ACCIONADO:
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata la accionante que el día 25 de noviembre de 2015, mediante derecho de petición, solicitó al INPEC la expedición de copia autentica de todos y cada uno de los factores salariares del último año de servicios de su compañero permanente, así como el certificado de tiempos de servicios del mismo; sin embargo, han transcurrido más de dos meses sin recibir respuesta clara, precisa y de fondo a lo solicitado por lo que considera vulnerados sus derechos fundamentales.
Conforme a lo anterior, solicita ordenar al accionado que resuelva de manera clara, precisa y de fondo a la petición formulada.
II. TRÁMITE
Mediante auto de 02 de marzo de 2016, visible a folio 13 del expediente, se dispuso dar trámite a la presente acción constitucional y se concedió el término de 2 días para que la autoridad accionada ejerciera su derecho de defensa, en atención de lo cual allegó el escrito visible a folios 17 y s.s.
En efecto, la Dirección General del INPEC manifestó que esa dependencia no viola los derechos fundamentales de la accionante, toda vez que es la Subdirección de Talento Humano de esa entidad a la que por competencia funcional le corresponde dar trámite y responder la solicitud de la actora, por lo que procedió a remitirle los documentos enviados por esta Corporación para que sea ella quien se pronuncie acorde con su competencia. Solicita en consecuencia su desvinculación del presente asunto.

Por su parte, la Subdirección de Talento Humano, a través del escrito visible a folios 18 y s.s., refirió que a través del oficio N° 85109 – SUTAH – GOSOC – 04660 del 11 de marzo del año en curso fueron enviados los documentos requeridos a la accionante por lo que solicitó denegar la acción por configurarse un hecho cumplido. Seguidamente explicó cuál es el trámite interno que se realiza con las peticiones y el término que normalmente se demoran en contestarlas, aclarando que el volumen es elevado y durante el mes de enero esa dependencia estuvo cerrada por traslado.
Finalmente, teniendo en cuenta que la Subdirección de Talento Humano, omitió anexar a su escrito el oficio que aduce remitió a la señora Luz Enid Soto Betancur, este Despacho se comunicó al número telefónico aportado por ella en la solicitud de amparo, con el objeto de verificar lo informado por esta dependencia, ante lo cual se manifestó que hasta la fecha no ha recibido ninguna documentación.
III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración del derecho fundamental de petición de la accionante?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Del derecho de Petición:

Es el mecanismo a través del cual se le permite a toda persona realizar peticiones respetuosas a la administración y en cambio, tiene derecho a obtener una respuesta clara, pronta y de fondo respecto de la solicitud, sobre los elementos de este derecho ha dicho la Corte Constitucional que consisten en lo siguiente
: 


“(1) El derecho a presentar, en términos respetuosos, solicitudes ante las 
autoridades, sin que éstas puedan negarse a recibirlas o tramitarlas.

 


(2) El derecho a obtener una respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos 
establecidos en las normas correspondientes.

 


(3) El derecho a recibir una respuesta de fondo, lo que implica que la autoridad a la 
cual se dirige la solicitud, de acuerdo con su competencia, está obligada a 
pronunciarse de manera completa y detallada sobre todos los asuntos indicados en la 
petición, excluyendo referencias evasivas o que no guardan relación con el tema 
planteado. Esto, independientemente de que el sentido de la respuesta sea favorable o 
no 
a lo solicitado.

 


(4) El derecho a obtener la pronta comunicación de la respuesta.”

Respecto al derecho de petición ha precisado la Honorable Corte Constitucional que es determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, pues permite a toda persona, entre otras cosas, reclamar ante las autoridades explicaciones acerca de las decisiones adoptadas y que de manera directa o indirecta les afectan, además que la voluntad del Constituyente de incluir el derecho de petición dentro del capítulo de la Carta Política conocido como “de los derechos fundamentales” no fue otra que garantizar, de manera expresa, a los gobernados la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
Así mismo, en cuanto a la contestación de las peticiones, advirtió que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo pedido y no sobre un tema semejante. 

Así mismo, la alta Corporación en la sentencia T-146 de 2012 sintetizó las reglas para la protección del derecho de petición, de la siguiente manera:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

 d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente…”.

Ahora bien, respecto a los términos generales para resolver de manera oportuna una petición, dispone el inciso 1° del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por la Ley 1755 de 2015, “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…”.

Así las cosas, la efectividad del derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Caso concreto
En el caso concreto, y acorde con la posición jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional advierte la Sala que el amparo al derecho de petición debe ser concedido, toda vez que el material probatorio obrante en el expediente permite concluir que desde el día 25 de noviembre de 2015 –fl. 6- el INPEC recibió la petición de la accionante. 
Sin embargo, ha transcurrido a la fecha de radicación de la presente tutela un término de aproximadamente dos meses, sin que la autoridad competente haya puesto en conocimiento de la accionante un pronunciado de fondo o en su lugar brindado una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, indicando el plazo en que lo haría, pues si bien es cierto, esas circunstancias fueron puesta en conocimiento de esta Corporación por la Subdirección de Talento Humano de la accionada, también lo es que la señora Soto Betancur no ha sido informada de ello; lo que significa que no se ha atendido el verdadero sentido de derecho de petición, pues éste continua siendo vulnerado al no haberse comunicado la respuesta en debida forma a la peticionaria.
En este orden de ideas, se encuentra configurada una clara violación al derecho de petición, atribuible a la omisión de un deber constitucional y legal claramente establecido para las autoridades o particulares ante quienes se acude en un legítimo derecho de elevar peticiones respetuosas.
En consecuencia, se tutelará el derecho fundamental invocado por la accionante y se ordenará al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, a través de su Director General y/o de la Subdirección de Talento Humano, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído si aún no lo hubieren hecho, procedan a responder de fondo la petición elevada por la señora Luz Enid Soto Betancur el pasado 25 de noviembre de 2015 relacionada con la expedición de copia auténtica de todos y cada uno de los factores salariales del último año de servicios y certificación de tiempo de servicios de su compañero permanente Manuel Ignacio Guzmán Morales, debiendo notificarle la decisión en la mayor brevedad posible.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de la señora LUZ ENID SOTO BETANCUR, frente al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO: ORDENAR como consecuencia de lo anterior, Director General y/o de la Subdirección de Talento Humano, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído si aún no lo hubieren hecho, procedan a responder de fondo la petición elevada por la señora Luz Enid Soto Betancur el pasado 25 de noviembre de 2015 relacionada con la expedición de copia auténtica de todos y cada uno de los factores salariales del último año de servicios y certificación de tiempo de servicios de su compañero permanente Manuel Ignacio Guzmán Morales, debiendo notificarle la decisión en la mayor brevedad posible.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.
TERCERO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                  Magistrado

LEONARDO CORTÉS PÉREZ

Secretario
� La sentencia T-377 de 2000, sistematizó la jurisprudencia constitucional en esta materia. También se pueden consultar las sentencias T-735 de 2010, T-479 de 2010,  T-508 de 2007, T-1130 de 2008, T-435 de 2007, T-274 de 2007, T-694 de 2006 y T-586 de 2006. Esta cita ha sido tomada de la sentencia T-667 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.	





